SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°017
RADICACIÓN: 660013187002201800167-01

ACCIONANTE: BEATRIZ LORENA PATIÑO V.
CONFIRMA


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / CONCURSO DE MÉRITOS / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA POR SU CARÁCTER SUBSIDIARIO PARA IMPUGNAR ACTOS ADMINISTRATIVOS.
… en la sentencia T-052/09 la H. Corte Constitucional expresó:

“[…] Ahora, en relación con la procedencia de la acción de tutela como mecanismo para la protección de derechos fundamentales, en este caso el derecho al debido proceso, que podrían verse vulnerados o amenazados por actos de la administración, como regla general se tiene que esta acción no es la adecuada para controvertirlos, ya que para ello están previstas las acciones conocidas por la jurisdicción contencioso administrativa. Sin embargo, como excepción a esta regla, la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” (…)
En relación con el caso que nos ocupa, es de anotar que se avizora que lo pretendido por la accionante es cuestionar los resultados referentes a la prueba Técnica Pedagógica, frente a la expectativa que le asiste de estar incluida en la lista de elegibles dentro del referido concurso, situación que no puede ser objeto de trámite por este medio preferente y sumario sino por la vía contencioso administrativa donde se deberá debatir el mencionado asunto. 

En el asunto objeto de análisis, no se observa ningún elemento que permita predicar que la acción de tutela sea el mecanismo idóneo para evitar un perjuicio irremediable, más cuando la ocurrencia de éste debe estar debidamente demostrado, y en ese sentido es clara la jurisprudencia al indicar que esa es la vía de la jurisdicción contencioso administrativa a la cual debe acudir mediante la interposición de una demanda de  nulidad y restablecimiento del derecho, como así lo señaló el a quo, para procurar la revocatoria de los actos que considere lesivos a sus intereses,
                            REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                              PEREIRA-RISARALDA 
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                                                   RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, siete (07) de febrero de dos mil diecinueve (2019)

Acta de Aprobación No 096
Hora: 8:10 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por    la señora BEATRIZ LORENA PATIÑO VELÁSQUEZ, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) con ocasión de la tutela instaurada en contra de la Comisión Nacional del Servicio Civil -en adelante C.N.S.C.-, el Servicio Nacional de Aprendizaje -en adelante SENA- y la Universidad de Medellín, por considerar vulnerados sus derechos a la igualdad, trabajo y debido proceso.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la señora PATIÑO VELÁSQUEZ se pueden sintetizar así: (i) presentó todas las pruebas como participante de la Convocatoria N° 436 de 2017 para optar por el empleo de Nivel Instructor en el SENA, donde ocupó el primer puesto, pero quedaba pendiente la prueba Técnica Pedagógica, la que realizó en noviembre 11 de 2018 en el SENA de Cartago (V.), donde participaron como jurados PATRICIA LILIAN DOMÍNGUEZ GUZMÁN y JOHNSON DE JESÚS CARDONA OSORIO, de quienes desconoce sus capacidades, formación académica y profesional que justificaran tal posición; (ii) durante dicha prueba no existió un tercero imparcial que auditara su correcta práctica y tampoco fue grabada, por lo cual no se garantizó idoneidad e imparcialidad de los jurados para calificar; (iii) en noviembre 23 de 2018 conoció el puntaje obtenido en tal examen ante lo cual quedó sorprendida por su baja calificación, pues su desempeño a lo largo del concurso fue destacado, además de tener la experiencia para laborar en el Nivel Instructor puesto que desempeñó ese cargo durante los últimos 50 meses y tiene las capacitaciones pertinentes; (iv) en noviembre 29 de 2018 interpuso reclamación donde solicitó acceso a los resultados y retroalimentación de sus pruebas, de conformidad con el art. 13 Decreto 760/05, ante lo cual la C.N.S.C. habilitó la plataforma SIMO y accedió a sus pruebas en diciembre 05 de 2018, sin que sus calificaciones tuvieran sustento u observaciones que las justificaran; (v) la C.N.S.C. comunicó la prohibición de tomar fotos, descargar o utilizar los resultados de la prueba técnica so pena de acciones de tipo penal, lo que pone de presente la arbitrariedad y subjetividad con la cual se realizó la evaluación, pese a que todo participante tiene derecho a acceder a los resultados; (vi) en la referida prueba no se respetaron las garantías y principios que rigen los concursos de méritos, ya que al no existir grabaciones ni un tercero imparcial, se impidió que los concursantes contaran con mecanismos idóneos para garantizar la igualdad de oportunidades y transparencia en la evaluación; (vii) con las irregularidades generadas se desconoció la finalidad del concurso de méritos, esto es, vincular a la administración pública personal con amplias aptitudes, calidades y conocimiento; y (viii) al haber agotado la vía gubernativa ante la C.N.S.C. sin recibir protección efectiva, la acción de tutela se advierte como procedente para el amparo de sus derechos.

Pide como medida provisional que se ordene a la C.N.S.C., al SENA, y la Universidad de Medellín, lo siguiente: (i) se remita copia de la hoja de vida, historia laboral o informe que certifique las aptitudes y competencias de los jurados de la prueba Técnico Pedagógica que presentó en noviembre 11 de 2018; (ii) se envíe copia del acta o documento donde los referidos jurados declararon no tener conflicto de intereses y estar habilitados para hacer parte del concurso de méritos; (iii) que se deje sin efectos los resultados publicados en noviembre 23 de 2018; (iv) que se practique nuevamente la prueba técnica donde se garantice los derechos y principios contenidos en la Constitucional y la Ley, así como la imparcialidad e independencia de los jurados, y que estos tenga formación profesional relacionada con la Administración de Servicios de Salud y el área temática para la cual se postuló; y (v) que se designe un tercero imparcial que actúe como segundo calificador de la prueba realizada en noviembre 11 de 2018.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió -sin pronunciarse respecto a las medidas provisionales reclamadas- y corrió traslado a la C.N.S.C., al SENA y a la Universidad de Medellín, quienes al respecto indicaron lo siguiente: 
- El apoderado de la C.N.S.C., expresó lo siguiente: (i) la prueba Técnica Pedagógica, requirió de una planeación donde la C.N.S.C, el SENA y la Universidad de Medellín establecieron especificaciones, objetivos y forma de la misma; (ii) en dicha prueba se pretende poner en práctica todo el conocimiento y dominio de habilidades y/o destrezas del aspirante, y permite conocer si se realizan adecuadamente los procesos para desarrollar o alcanzar determinada actividad y si se obtienen los productos esperados; (iii) la prueba cuenta con 10 categorías a evaluar, 6 relacionadas con la habilidad pedagógica y 4 a la habilidad técnica y esta tiene como instrumento de evaluación la rúbrica, cuya finalidad es compartir criterios para evaluar una tarea o actividad efectuada, siendo estas las que guían a los jurados sobre qué atributos o criterios están presentes en el desempeño del instructor; (iv) los jueces fueron preseleccionados de un grupo amplio, identificándose los requerimientos para el trabajo de formación ligada a habilidades y experiencia laboral, y los perfiles fueron de técnicos, tecnólogos, profesionales especialistas, magister y doctorados, por lo que contaban con las capacidades suficientes para desarrollar la evaluación; (v) de acuerdo a la convocatoria y el contrato de prestación de servicios, no existía obligación ni autorización para que se realizara la grabación de la prueba y por lo tanto el material, cuyo acceso se facilitó, fue el correspondiente a los formatos de sesión, de calificación y rúbricas de lo evaluado; (vi) actualmente se está en la etapa de reclamaciones de la prueba Técnica  Pedagógica, es decir se dio respuesta en diciembre 21 de 2018 y la actora interpone la tutela, cuando todavía tenía un medio idóneo para contra argumentar los resultados de dicha prueba; (vii), esta acción se presenta basada en conjeturas y apreciaciones de la actora, quien sin prueba pone en tela de juicio la idoneidad de los jurados, su imparcialidad y ética de la C.N.S.C., por lo cual es innecesaria e inocua al no observarse vulneración de derechos fundamentales, y (viii) la tutela se torna improcedente, al no ser posible aprobar lo pedido, dado que implicaría desarrollar las pruebas de una manera distinta a la establecida en la convocatoria, con lo cual se destruirían los principios de mérito, igualdad, legalidad, trasparencia que deben aplicarse para garantizar los derechos de todos los concursantes.

- El apoderado de la Universidad de Medellín, luego de hacer alusión al régimen que procede para la provisión de cargos de carrera administrativa, y a las etapas del proceso, frente a los hechos expuso: (i) es cierto que la prueba técnica fue precedida por dos jurados, sin que en el acuerdo de convocatoria se indicara que debía estar integrado por tres profesionales, ni mucho menos que dicha sesión debiera ser grabada, mucho menos que no existiera imparcialidad o que nos encontráramos frente a la arbitrariedad o subjetividad, en tanto su actuar estuvo ceñido a medir las habilidades, destrezas y falencias de los aspirantes; (ii) luego de señalar cuáles son los objetivos de la prueba Técnica Pedagógica, aduce que en la misma los aspirantes debían trasmitir los conocimientos que detentaban en torno a una habilidad y si la accionante no obtuvo una calificación satisfactoria lo fue por cuanto no cumplió los parámetros establecidos; (iii) la accionante tuvo acceso al material de pruebas para observar no solo los resultados sino la calificación y rúbrica, y la prohibición de reproducir el material, no radica en el hecho que los aspirantes no puedan conocer sus pruebas, sino su utilización en forma mal intencionada; (iv) no es cierto que los aspirantes se les impidiera acceder a mecanismos idóneos para garantizar igualdad y transparencia, en tanto a todos se les concedió el tiempo para planear la prueba, aportándoles materiales para ello, para que realizaran la micro clase, y se les permitió interponer reclamaciones y acceso al material, e incluso se les otorgó otro término para adicionarla su disenso, habiéndose proferido respuesta definitiva en diciembre 21 de 2018, lo que implica que la accionante interpuso la tutela cuando no conocía los resultados definitivos, lo cual avizora su mala fe; (vi) no se afectaron los derechos al debido proceso e igualdad, y la tutela es improcedente para demandar la validez de un acto administrativo, ni puede utilizarse como una segunda instancia para que se revoquen los que fueron expedidos en debida forma, lo cual corresponde a la jurisdicción administrativa; (vii) pide se declare improcedente la tutela y se nieguen las pretensiones, ya que la hoja de vida de los jurados está sometida a reserva y secreto comercial de dicha Universidad, sin ser de acceso público.

3.2.- Vencido el plazo constitucional, el juzgado de primer nivel mediante sentencia de diciembre 28 de 2018 negó el amparo reclamado por la señora PATIÑO VELÁSQUEZ al considerar que no se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable, y no se acreditaron los requisitos jurisprudenciales para establecer la procedencia de la acción de tutela, máxime que hay un mecanismo ordinario ante la jurisdicción contencioso administrativa, donde puede solicitar la nulidad y restablecimiento del acto administrativa por el cual fue dejada por fuera del concurso de méritos.  La tutela, estima, procede en la medida que se carezca de otra instancia judicial pues su naturaleza es residual y subsidiaria y no puede utilizarse como medio alternativo, adicional o sustituto de las vías judiciales ordinarias.

4.- IMPUGNACIÓN

La accionante, además de reiterar lo plasmado en el escrito de tutela, señala de manera adicional  lo siguiente: (i) acudió a esta acción con el fin de evitar un perjuicio irremediable de ser excluida del concurso, y en consecuencia, no contar con un trabajo del cual obtener recursos económicos; (ii) con el accionar de las entidades accionadas se le ha generado una amenaza al derecho fundamental al trabajo del que es titular conforme la Constitución, la cual está próxima a concretarse, de no haberse ya producido, por cuanto se designará a la persona que ocupará el  cargo Nivel Instructor en el SENA, sin opción de oponerse a dicha posesión, habida cuenta de la arbitrariedad que se cometió en la prueba Técnica Pedagógica; (iii) se vulneró el debido proceso al incumplirse los procedimientos regulados en la Constitución y en la Ley en el desarrollo de la Convocatoria al no efectuarse una práctica regular de la mencionada prueba ni una retroalimentación objetiva de sus resultados, por lo cual existe una conexión directa en el desconocimiento de los principios de imparcialidad y trasparencia que rige la administración pública y vulnera sus derechos; (iv) resulta urgente e impostergable la tutela, para impedir que se expidan las listas de elegibles en el cargo de Nivel Instructor en el SENA a partir la realización irregular de la prueba y la arbitrariedad que se produjo; y (v) la tutela resulta ser el mecanismo para dirimir en el menor tiempo posible el asunto, pues de concurrir a otra jurisdicción podrían tardarse años sin resarcirse sus derechos y quedar desempleada sin justificación objetiva alguna, por lo cual debe desestimarse la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho y admitir la tutela, pues de acudir a la primera la protección sería a largo plazo y se le causaría un perjuicio irremediable al no contar con un trabajo estable, mientras que con la tutela lograría realizar de manera regular todas las pruebas que hacen parte de la convocatoria, conforme a la ley, siendo más objetivo y trasparente el proceso, así como la designación de listas de elegibles.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), acorde con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo opugnado, en cuanto negó  la protección de los derechos constitucionales invocados por la accionante. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, modificándolo o revocándolo, según se desprende de lo pedido por los recurrentes. 

5.2.- Solución a la controversia 

En el presente caso, la señora BEATRIZ LORENA PATIÑO VELÁSQUEZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales a la igualdad, trabajo y debido proceso, a raíz de las irregularidades que en su sentir se originaron al momento de efectuarse por parte de la C.N.S.C. y la Universidad de Medellín, la prueba Técnica Pedagógica, dentro del proceso de la convocatoria para proveer el empleo NIVEL INSTRUCTOR en el SENA.
De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Como quiera entonces que la acción de tutela fue consagrada expresamente por el constituyente como un trámite preferente y sumario, que procede únicamente en las situaciones aludidas, en principio no resulta procedente para controvertir actos administrativos toda vez que para ello está prevista la vía administrativa; sin embargo, en una actitud previsiva del constituyente primario, se abrió la posibilidad para que de forma excepcional y de acuerdo con las características del caso, se pudiera utilizar a efectos de evitar el quebrantamiento de garantías superiores que requieran solución inmediata.  

Sobre el particular, en la sentencia T-052/09 la H. Corte Constitucional expresó:

“[…] Ahora, en relación con la procedencia de la acción de tutela como mecanismo para la protección de derechos fundamentales, en este caso el derecho al debido proceso, que podrían verse vulnerados o amenazados por actos de la administración, como regla general se tiene que esta acción no es la adecuada para controvertirlos, ya que para ello están previstas las acciones conocidas por la jurisdicción contencioso administrativa. Sin embargo, como excepción a esta regla, la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
 Al respecto ha señalado esta Corte: 

“(i) que por regla general, la acción de tutela es improcedente como mecanismo principal para la protección de derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos, como quiera que existen otros mecanismos tanto administrativos como judiciales para su defensa; (ii) que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio contra las actuaciones administrativas cuando se pretenda evitar la configuración de un perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en estos casos el juez de tutela podrá suspender la aplicación del acto administrativo (artículo 7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo no se aplique (artículo 8 del Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”.

En concordancia con lo anterior, el papel del juez constitucional en estos casos es el de examinar la eficacia e idoneidad del otro medio de defensa judicial, considerando la situación particular de la parte actora; es decir, el operador jurídico tendrá en cuenta la inminencia y gravedad del riesgo al que se encuentra sometido y la posibilidad de que los medios judiciales ordinarios resulten útiles para poner fin a la amenaza. En los casos en los cuales procede la acción de nulidad o la de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, inclusive con solicitud de suspensión provisional, el juez de tutela deberá verificar en cada caso, si a pesar de éstos instrumentos, la acción de tutela constituye el único mecanismo idóneo para proteger temporalmente a la persona ante la amenaza a uno de sus derechos fundamentales […]”.

Ahora bien, es claro que la acción constitucional, como mecanismo de protección de carácter residual y subsidiario, puede ser utilizada ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo de defensa de los derechos invocados o de haberlo se requiera acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, como así lo ha predicado la Corte Constitucional:

“Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales que resultaren eficaces y expeditas para alcanzar la protección que se reclama, el interesado debe acudir a ellas, antes de pretender el amparo por vía de tutela. Es decir, la subsidiariedad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto
, pues el amparo no puede desplazar los mecanismos de defensa previstos en la correspondiente regulación común”.

Mediante los concursos de méritos se establece la posibilidad de que todos los ciudadanos puedan aspirar a ocupar un cargo público de carrera en igualdad de armas, y es por ello que la administración debe fijar por medio de la convocatoria respectiva los parámetros que serán de exigible acatamiento para los que cumplan los requisitos mínimos; es decir, la convocatoria es la norma que regula todo concurso y obliga tanto a la administración como a las entidades encargadas de su realización e igualmente a las personas que participaran en las mismas, quienes de contera desde el momento de la inscripción aceptan de manera tácita todas las condiciones allí contenidas. Obsérvese:

“La convocatoria es “la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los participantes”, y como tal impone las reglas que son obligatorias para todos, entiéndase administración y administrados-concursantes. Por tanto, como en ella se delinean los parámetros que guiarán el proceso, los participantes, en ejercicio de los principios de buena fe y confianza legítima, esperan su estricto cumplimiento. La Corte Constitucional ha considerado, entonces, que el Estado debe respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los concursantes. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de autovinculación y autocontrol porque la administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada”

En relación con el caso que nos ocupa, es de anotar que se avizora que lo pretendido por la accionante es cuestionar los resultados referentes a la prueba Técnica Pedagógica, frente a la expectativa que le asiste de estar incluida en la lista de elegibles dentro del referido concurso, situación que no puede ser objeto de trámite por este medio preferente y sumario sino por la vía contencioso administrativa donde se deberá debatir el mencionado asunto. 

En el asunto objeto de análisis, no se observa ningún elemento que permita predicar que la acción de tutela sea el mecanismo idóneo para evitar un perjuicio irremediable, más cuando la ocurrencia de éste debe estar debidamente demostrado, y en ese sentido es clara la jurisprudencia al indicar que esa es la vía de la jurisdicción contencioso administrativa a la cual debe acudir mediante la interposición de una demanda de  nulidad y restablecimiento del derecho, como así lo señaló el a quo, para procurar la revocatoria de los actos que considere lesivos a sus intereses, al tener incluso la posibilidad de solicitar medidas cautelares frente al acto que estima violatorio de sus derechos fundamentales, cuya decisión debe ser adoptada de manera expedita.

Y es que si bien la señora PATIÑO VELÁSQUEZ refiere que esta próxima a sufrir un  perjuicio irremediable, por cuanto en el cargo de INSTRUCTORA del SENA que ejerce desde hace 50 meses podrá ser vinculada una de las personas que integre la lista de elegibles, ello evidentemente hace parte de la consecuencia lógica del proceso de méritos, esto es, que quien supere todas las fases del concurso y ocupe el primer lugar, pueda acceder a los cargos vacantes.

Así mismo, no puede perderse de vista, de conformidad con los planteamientos esgrimidos por la C.N.S.C. y la Universidad de Medellín, que en efecto la señora PATIÑO VELÁSQUEZ presentó reclamación contra los resultados de la prueba Técnica Pedagógica, a la cual, según las entidades accionadas, se le dio respuesta en diciembre 21 de 2018, es decir, para la fecha en que se interpuso la acción de tutela aun no se había definido de fondo lo relativo al recurso que interpuso la afectada en relación con la calificación obtenida en dicha prueba, y, en consecuencia, al encontrarse en curso el asunto y por ende existir ese medio de defensa judicial, tornaba en improcedente la acción de amparo. 
La tutela no puede entenderse como una segunda instancia, pues ante esos otros mecanismos ordinarios de defensa judicial, será allí donde la afectada deba elevar las solicitudes e interponer las acciones que considere procedentes para el amparo de sus derechos.
Por lo antes mencionado y como quiera que la acción de tutela no se erige como la vía expedita para que la señora BEATRIZ LORENA PATIÑO pueda buscar la protección de los derechos presuntamente quebrantados, deviene imperativo confirmar la sentencia objeto de impugnación. 

ANOTACIÓN ADICIONAL
Debe la Sala llamar la atención del funcionario de primer nivel, por cuanto del escrito de tutela se advierte que las pretensiones de la accionante las rotulo como “medidas provisionales”, por lo cual debió el a quo pronunciarse al respecto al momento de admitir la acción, ya fuera para concederlas, o por el contrario negarlas al considerar que ello debía ser objeto de la decisión de fondo a adoptar por parte del juzgado; pero contrario a ello, se guardó absoluto silencio sobre el particular, cuando su deber era emitir decisión frente a dicha solicitud.
Por lo anterior, se le requiere para que en futuras oportunidades se tenga especial cuidado al instante de admitir las acciones constitucionales y de haberse solicitado por los peticionarios una medida provisional se proceda a resolver lo pertinente.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencias T-771/04 y T-600/02.


� Sentencia T-514/03. Otras las sentencias T-596/01, T-754/01, T-873/01, C-426/02 y T-418/03. 


� Sentencia T-067/06.


� Sentencias T-441/03; T-742/02.


� Sentencia SU-622/01.


� Sentencia SU-446/11.
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